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de pensión de viudedad en favor de su esposa, mientras que el de ésta
solamente lo es si concurren las exigencias ~specíficasQue allí se señalan,
pues sólo ellas determinan que sea idéntica la concurrencia. El trato
desigual por razón de sexo es un hecho indiscutible desde el momento
en Que en identidad de circunstancias el legislador atribuye secuelas
distintas.

4. No cabe ninguna duda de la similitud de los supuestos -conside­
rados en las Sentencias dichas- con el que suscita la presente cuestión.
En e~ta se considera. cienamente, un régimen especial, es decir, el del
seguro de vejez e invalidez, pero eso no desdibuja ni elimina la
semejanza. teniendo en cuenta el elemento subjetivo determinante, es
decir. el tratarse de personas del mismo sexo las afectadas por las
nonnas y la consideración de esa cualidad como causante de la·
discriminación concreta que se denuncia.

Por otro lado, el argumento de la diferenciación de regímenes fue una
objeción que ya se rebatió en anteriores sentencias de amparo de este
Tribunal, justamente en supuestos idénticos al que suscita la presente
cuestión. Así, en la STC - 253/1988 se dijo que en cuanto a la
diferenciación entre el régimen general de la Seguridad Social y el
especial del SOVI, esa falta de identidad entre ambos regímenes -que
efecticamente, como indica el Ministerio Fiscal, ha servido de base a
este Tribunal para justificar ciertas diferencias- no resulta tampoco
relevante para justificar la diferencia de trato existente en el SOVI en
t~lación con las prestaciones de viudedad. Como se pone de manifiesto
en la STC 103/1983 -y se reitera en la 42/1984, en relación con los
funcionarios de la Administración municipal asegurados en la
MUNPAL-, la «situación de necesidad» a que alude el art. 41 de la C.E.,
generadora de la asistencia y prestación SOCIal, ha cristalizado en nuestra
nonnativa legal en un sistema de Seguridad Social que «no se basa en
la protección frente a la pobreza, sino en la compensación frente a un
daño. como es un exceso de gastos o un defecto de ingresos originado
por la actualización de una determinada contingencia (muerte, incapaci­
dad, -etc.»). Por lo que, a la misma situación -fallecimiento de un
trabajador afiliado a la Seguridad Social que ha efectuado las correspon­
dientes cotizaciones- ha de anudarse la misma consecuencia jurídica -el
derecho del otro cónyuge a obtener la petición de viudedad con sujeción
en todos los. casos a los mismos requisitos-o La situación de desigualdad
que se produce responde a las mismas características. Y, como en los
supuestos anteriores, dicha desigualdad no encuentra más justificación
que la derivada del sexo, dado que la cotización es igual para mujeres
y varones y el vacío económico que produce el fallecimiento de la mujer
ha de considerarse idéntico al que en iguales casos causa el marido.

Esta doctrina, junto con la que afinna la vulneración del principio de igualdad
por el an. 3 del Decreto-Iey cuestionado, ha sido literalmente reiterada
por las SSTC 144(1989 y 176(1989, que estimaron los
respectivos recursos de amparo contra la aplicación administrativa y
judicial del tan citado arto 3 del Real Decreto-ley de 1955, estimando que
la exclusión de los viudos de la posibilidad de acceso a la prestación del
SOVI -sólo reconocida a las viudas- como diferenciación basada en el
sexo, suponia un atentado al principio de igualdad en la Ley que no
desaparece, como es claro, por el hecho de venir impuesta por una
norma con rango de Ley, pues el principio de igualdad vincula también
al legislador y las normas preconstitucionales han de entenderse carentes
de validez desde la entrada en vigor de la Consticución en cuanto le sean
contrarias (STC J76(1989).

5. De acuerdo, pues, con lo expuesto' procede estimar la cuestión
propuesta por la Magistratura de Trabajo núm. 2 de Málaga y, en
consecuencia, declarar la inconstitucionalidad sobrevenida del arto 3 del
Decreto-ley de 2 de septiembre de 1955, apartado primero, en cuanto al
término «viudas» que emplea, entendiéndose aplicable,-por tanto, a los
viudos de uno y otro sexo.

FALLO

En- atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Peclarar inconstitucional y, por tanto, nulo, el inciso del apartado
primero del arto 3 del Decreto-ley de 2 de septiembre de 1955, en cuanto
excluye a los viudos. .

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado)).

Dada en Madrid, a veinte de septiembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás y Valiente.-Francisco Rubio L10~

rente.-Fernando Garcia-Mon y. González-RegueraL-Carlos de la Vega
Benayas.-Eugenio Diaz Eimll.-Miguel Rodríguez-Piñero )' Bravo­
Ferrer.-JesÚs Leguina Villa.-Luis López Guerra.-José LUIS de las
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente Gimeno
Sendra.-José Gabaldón López.-Rubricado.
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, cbrrtpliestapor don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García-Mon y
González RCi:ueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús ~uina
Villa, don LUIS López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, MagJstra­
dos, ha pronunciado

1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia de esta capital
el día 1 de marzo de 1988, el Procurador de los Tribunales don José
Manuel Dorremoechea Aramburu, actuando en nombre y representa­
ción de doña Manuela Jesús Lepes interpuso recurso de amparo
constitucional contra los Autos dictados por el Juzgado de Primera
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Instancia núm. 5 de Zaragoza en los días 4 de febrero y 8 de mayo de
1987 y contra el Auto de la Audiencia Provincial de Zaragoza el 4 de
febrero de 1988, que confirmó la última de las resoluciones antes
citadas, acordados todos ellos en el expediente de adopción de un menor
(expte. 473(86). -

2. La demanda se basa en los hechos y alegaciones que, resumida·
mente, se exponen seguidamente:

a) Como consecuencia del expediente de protección núm. 111/85
tramitado por el Tribunal Tutelar de Menores de Pamplona, la ahora
recurrente fue sus¡>endida en-los derechos de guarda y educación de SU'
hijo Francisco José.. La solicitud de. revisión de dicho expediente,
efectuada con posterioridad, no fue- atendida. En ejecución de lo
acordado por el Tribunal Tutelar. el menor fue confl8do a una
Insti.tución colaboradora del Consejo Superior de Protección de Meno­
res, con sede en Zaragoza, encomendándose la custodia de aquél al
matrimonio formado por don José Miguel Romanos Gutiérrez y doña
Mariana Agustín MariQ,_

b) A -solicitud del indicado matrimonio se inició expediente de
adopción plena del menor Francisco José. confiado a su custodia. El
Juzgado de Primera Instancia núm. 5 de Zaragoza requirió a los
solicitantes de la adopción para que facilitaran los datos y domicilio de
la madre biológica del menor «3 fin de ser oída». Al manifestar la
representación de los requeridos su desconocimiento de los datos
solicitados «por no haber tenido intervención alguna con la madre», el
Juz~do ordenó la citación de ésta por edictos, llevándose a cabo dicha
nOtificación mediante !a inserción de la citación en el «Boletín Oficial
de la Provincia de ZaragoZ8»).

c) Por Auto de 4 de febrero de 1987, el Juzgado competente aprobó
la adopción solicitada.

Al tener noticia de la resolución judicial, y una vez' localizado el
expediente, la interesada solicitó la extinción de la adopción conforme
a lo previsto en el arto 177.2 del Código Civil. Por providencia de 3 de
abril de 1987, el Juzgado resolvió no haber lugar a lo solicitado «por
haberse cumplido lo establecido en el arto 172 y ss. del Código Civib).
Interpuesto recurso de reposición frente a la providencia anterior, el
Juzgado dictó Auto de 8 de mayo de 1987 en sentido desestimatorio.
Posteriormente la Audiencia Provincial de Za;agoza resolvió el recurso

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

Sala Prime;a. Sentencia 143/1990, de 26 de septiembre.
Recurso de amparo 373/1988. Contra Autos del Juzgado de
Primera Instancia número 5 y Audiencia Provincial de
Zaragoza dictados en expediente de adopción. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva por emplazamiento
edictal iridebido.
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la siguiente
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_ En el recurso de amparo núm. 373/88. interpuesto por doña Manuela
Jesús López, representada por el Procurador de los Tribunales don José
Manuel Dorremochea Aramburu y asistida del Letrado don Santiago
Monclús Fraga, contra los .Autos dietados por el Juzgado de Primera
Instancia núm. 5 de Zaragoza, y por la Audiencia Provincial de dicha
capital en fechas 4 de febrero, 8 de mayo de 1987 y 4 de febrero de 1988,.
respectivamente, en el expediente de adopción núm. 473/86. Han sido
partes don José Miguel Romanos Gutiérrez y doña Mariana Agustín
Marin, representados por el Procurador de los Tribunales don Fernando
Aragón Martín y asistidos del Letrado don José J. Guallart de Viala, así
como el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Jesús
Leguina Villa, quien expresa el parecer de la Sala.
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de reposición interpuesto frente al Auto mencionado, desestimando la
pretensión al aceptar los razonamientos contenidos en la resolución
recunida.

d) Alega la recurrente, tras la cita de los preceptos legales que,
regulan la adopción (en la redacción anterior a la reforma operada por
la Ley 21/1987, el imperativo legal de Que no se admita la declaración
de adopción sin consentimiento o audiencia de los padre~ biolÓ$icos (a
menos que los mismos sean desconocidos). Tal re~ulación tIene su
reflejo en el derecho constitucional a la tutela judicial efectiva que
consagra el arto 24 c.E., siendo necesario, según reiterada doctrina del
Tribunal Constitucional, que en el proceso se otorgue a las panes la
oppnunidad de ser oídas, de realizar alegaciones y de proponer y
practicar pruebas.

Afirma la recurrente que en este caso le fue negada la oponunidad
de ser oída en el expediente de adopción de su hijo, lo que condujo a
una situación de indefensión, puesto QUC la citación emanada del órgano
judicial se llevó a cabo mediante edictos -publicados en el «Boletín
Oficial de la Provincia de Zaragoza», siendo así Que su domicilio
-conocido por el Tribunal Tutelar de Menores de Pamplona- era, desde
antes del nacimiento de su hijo, en dicha ciudad. Resulta cIaro, por
tanto, Que la citación edictal no cumple con las exigencias que impone
el respeto al derecho a la defensa en todo proceso, ya que la diligencia
deb,daexigible a los ciudadanos, en función de sus circunstancias, no
incluye obviamente la lectura diaria del «Boletín OficiaD) de la provincia
y menos del de una provincia que no es la de su residencia.

Por último se alega que, para declarar la situación de abandono del
menor el Juez debió dar oportunidad a los padres bíoló$icos para alegar
lo que estimasen oportunos, sin prejuzgar tal situaCIón a partir de
declaraciones ajenas. Por lo demás no puede admitirse la interpretación
que realizó el órgano judicial para desestimar la solicitud formulada por
la interesada, basándose en que «el hecho de ser oída no puede te!1er
'ningún tipÓ de influencia en la decisión que se adopte». Tal afirmaCIón
es contraria a los más elementales principios constitucionales. Si la ley
exi~e .una audiencia es precisamente. para que. pued.a influir en. la
deCIsión-Que deba adoptarse; 10 contrano supondría vaCIar de contemdo
el mandato legal. En definitiva, lo Que es a todas luces evidentes es que,'
c6ñ consentimiento o con simple audiencia, la recurrente tenía derecho
a ser oída en el procedimiento de adopción de su hijo, y al privársele de
tal derecho se le colocó en situación de indefensión. _

Solicita la recurrente se declare la nulidad de los Autos recurridos,
reconociéndose el derecho a la tutela judicial efectiva y, en particular el
derecho a ser oída en el expediente de adopación de su hijo Francisco
José.

3. Por providencia de 8 de abril de 1988, la Sección Tercera de este
Tribunal acordó admitir a trámite la demanda, tener por personado y
parte, en representación de la actora al Procurador de los Tribunales
señor Dorremoechea Aramburi y requerir atentamente al Juzgado de
Primera Instancia núm. S de zaragoza y a la Audiencia Provincial de
dicha capital para que remitan, respectivamente, testimonio del expe-.
diente de adopación núm. 473/86 y del rollo de apelación dimanante del
mismo, interesando asimismo el emplazamiento de Quienes fueron parte
en tales procedimientos para que puedan comparecer en este proceso
constitucional

4. Recibidos los testimonios solicitados se dictó providencia
teniendo por personados y partes a don José Miguel Romanos Gutiérrez
y doña Mariana Agustín Marin, representados por el Procurador de los
Tribunales señor Aragón y Martín, dándose vista de todas las actuacicr
nes de recurso por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal
y a los Procuradores de la recurrente y de las partes personadas para que
alegaran lo que estimen convenie~te.

S. La representación de la recurrente formuló alegaciones remitién~
dose íntegramente al escrito de demanda, Reitera, sin <:mbargo, la
aJegación de indefensión originada por la decisión del Juzgado de
Primera Instancia núm. 5 de zaragoza que ordenó citar por edictos a la
madre biolÓIica. cuando la misma tenía -un domicilio conocido que
pudo ser fácIlmente averiguado por el órgano judicial Posteriormente,
y al solicitarse por la madre ahora recurrente la extinción de la adopción,
el Juzgado la deniega argumentando que por tratarse de un menor
abandonado no era necesario el consentimiento de la madre biológica y
sí, únicamente, su audiencia que en cualquier caso no podía tener
influencia alguna sobre la decisión final. Tales aseveraciones ocasionan
una situación de indefensión constitucionalmente relevante, ya Que se
está prejuzgando la situación de abandono del menor que fue declarada
judicialmente a panir de las manifestaciones realizadas por los adoptan~

tes, sin respeto del principio de contradicción y, por otra parte, es
indubitado el imperativo legal de Que la madre sea oída, sin que pueda
sostenerse que tal requisito es de carácter formal y carente de Influencia
en la decisión final, SIendo absurdo anticipar que determinadas alegacio­
nes no van a influir en la decisión Que se adopte.

En cualquier caso, el emplazamiento edictal efectuado no resroondió
a las exigencias del derecho de defensa de la recurreRte, ni al mandato
constitucional de promover en la medida de lo posible tal derecho.

6. El matrimonio adoptante formula las siguientes alegaciones:

a) El Tribunal Tutelar de Menores de Pamplona tramitó el expe­
diente de adopción del menor Francisco José, en razón a las circunstan­
cias en que éste se encontraba, acordando posteriormente suspender a la
madre en los derechos de guarda y educación sobre su hijo, que fue
confiado a la Asociación Maci~Albayda, de zaragoza, debiendo recibir
asistencia hospitalaria dado «su mal estado de nutrición y deficiente
estado generab>.

b) El Tribunal Tutelar de Menores acordó con fecha 18 de febrero
de 1986 confiar al matrimonio formado por don J6sé Miguel Romanos
Gutiérrez y doña Mariana Agustín Marin la custodia del mencionado
menor en régimen de acogimiento familiar, medida ratificada el 11 de
abril del mismo año, una vez Que la madre biológica fue suspendida en
sus derechos de guarda y educación de su hijo.

c) El 20 de octubre de 1986 se inició expediente de adopción del
menor Francisco José, que concluyó con el Auto.de-aprobación de 4 de
febrero de 1987. La madre biológica interpuso recurso de reposición y
posteriormente de apelación, que fue desestimado por la Audiencia
Provincial de zaragoza.

d) La pretensión de la recurrente en el recurso de amparo debe de
ser rechazada, ya que el menor fue declarado «en situaCIón de aban~
dono)) por el Juez competente en el Auto de adopción, a quien
corresponde apreciar y declarar tal situación, sin que en el recurso de
reposición se aportara una sola prueba Que desvirtuara tal aseveración.

Tal circunstancia implica que no era necesario que la madre prestara
su consentimienIo para poder otorgar la adopción, sin perjuicio de que
se la pudiese oír. En cualquier caso, conforme al arto 173 del Código
Civil, el Juez resolverá lo que considere más conveniente para el
adoptado, lo Que supone que se tendrá siempre en cuenta, en primer
lugar, el beneficio del menor.

e) En ningún momento tuvieron conocimiento los adoptantes de
dato alguno relativo al domicilio de la familia natural del menor
abandonado.

Fmalmente, los adoptantes formulan algunas consideraciones sobre
la situación de indefensión en que se encontraba el menor adoptado,
situación que Quedó remediada merced al procedimiento judicial por
ellos instado y resuelto favorablemente por el Juez competente. Suplican
al Tribunal Que se desestime la demanda de amparo, confirmando las
resoluciones recurridas.

7. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional "en sus alegaciones da
por reproducidos los hechos Que constan en la demanda de amparo, en
cuanto no se opongan a las consideraciones Que se formulan, y tras
exponer las ale,gaciones de la actora en cuanto asu derecho a ser oída
en el procedimIento de adopción, trae a colación diversas Sentencias de
este Tribunal Que exigen del órgano judicial una actividad tendente a la
real comunicación del trámite procesal a las personas con interés legal
en el procedimiento, recalcando que esta actividad judicial tiene que
llegar a la «diligencia máxima» para Que tal conocimiento llegue a dichas
personas a fin de que puedan defender susjntereses o ser oídas.

La falta de esta comunicación a la parte o interesado en el
procedimiento constituye una infracción procesal que adquiere dimen-­
sión constitucional si incide en el derecho fundamental de defensa
contenido en el art. 24.1 CE.

Examinado el caso que se debate y con cita del arto 17l del C. Civil
(en su redacción anterior a la refomra .de 1987), que establece los·
presupuestos generales de la declaración judicial de adopción y ordena _
Que deberán ser oídos en dicho expediente «el padre o la madre a
Quienes se hubiera privado o suspendido en el ejercicio de la patria
potestad», el Fiscal afirma que el órgano judicial tenía que desarrollar
la actividad procesal necesana para comunicar a los interesados -en este
caso el padre o la madre biológicos- la existencia de la pretensión de
adopción para que pudiesen ser oídos y ello actuando con la máxima
diligencia. .

En este caso únicamente se pidió la' colaboración de los adoptantes,
que manifestaron ignorar el domicilio de la madre, lo que condujo sin
más a efectuar el llamamiento a través de edictos, lo que motIvÓ la
continuación del trámite sin conocimiento del expediente por parte de
la interesada.

De la documentación aP'?rtada al proceso de amparo se deduce, sin
embargo, Que el órganojudIcial tenía a Su disposición suficientes medios
para conocer el domicilIo de la actera, ya que el menor fue entregado por
el Tribunal Tutelar de Menores de Pamplona a una Institución benéfica
y el Juzgado pudo y debió dirigirse a dicho Tribunal para conocer el
domicilio de la madre del menor, lo Que hubiera producido su
determinación, porque era conocido por el Tribunal, como se acredita
en la documentación aP.Drtada.

Este conocimiento del domicilio, no estaba fuera del alcance del
órgano judicial, por no exigir su detenninación una actividad Que se
saliera de lo normal, sino una sencilla actividad lógica y consecuente con
la constancia en el procedimiento del órgano oficial que entrega el
menor a la Asociación. Los únicos Que no tenían posibilidad de conocer
el domicilio de la madre del adoptando, fueron los solicitantes de la
adopción.
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Hay una infracción procesal que se produce por una falta u omisión
de actividad. que una mínima dinámica procesal exige al órgano judicial
y esta falta de actividad produce el efecto de que una persona, interesada
en el procedimiento, no sea llamada para ser oída respecto a la adopción.
Esta falta de llamamiento. sin culpa de la recurrente en amparo, lleva
consigo una falta de audiencia, que engendra la indefensión que se
denuncia.

La afirmación del Juez. en el Auto antes mencionado, en relación
con la falta de trascendencia de la audiencia de la madre, respecto al
sentido del resultado de la adopción, no puede ser admitida, porque
supone prejuzgar el contenido de dicha audiencia convirtiendo en inútil
y formularia la exigencia legal, lo que no es de recíro.

La audiencia de que habla el Código Civil no puede quedar reducida
a una mera exposición de las alegaciones de la madre respecto a la
adopción sino que debe de comprender. por su propia lógica, la posible
aportación de datos que acrediten estas alegaciones y este alegar y
aportar los fundamentos de ellas tiene un interés enorme y una
posibilidad de producir efectos.

En este caso concreto, la audiencia podía haber puesto en situación
de estudio y examen. ante el Juez, con posibles consecuencias juridicas,
los temas de si el menor estaba abandonado legalmente, la posible
equiparación entre suspensión de la guarda y custodia y la suspensión
de la patria potestad, la realidad de las visitas de la madre al hijo en la
Institución en que estaba acogido y si, dados los datos aportados, era
necesario el consentimiento de la madre para la adopción.

No se puede negar esta realidad y Su posibilidad. porque la opinió,n
contraria convertiría esta audiencia en un trámite de ficción, 10 que es
contrario a la finalidad y contenido de la institución de la adopción.

El órgano judicial desestima la pretensión de la actora sin tener en
cuenta que la falta de un trámite legal, como es la audiencia de la madre,
sin culpa de ella, produce la nulidad de la adopción, porque esa
infracción procesal adquiere dimensión constitucional al prodUCIr inde­
fensión y constituir, en consecuencia, una vulneración del artículo 24.1
de la Constitución.

Por todo ello se interesa del Tribunal Constitucional dicte Sentencia
estimando la demanda de amparo, por vulnerar las resoluciones
Impugnadas. el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva cansa·
grado.....en ·el artículo 24.1 de la Constitución.

8. Por providencia de 21 de septiembre de 1990 se señaló para
deliberación y votación de la presente Sentencia el día 26 siguiente.

n. Fundamentos jurídicos

Unico.-La recurrente pretende la nulidad de las resoluciones judicia~

les que declararon)' confirmaron la adopción plena de su hijo menor de
edad solicitada por las personas a quienes se les habia confiado dicho
menor para su guarda y acogimiento familiar. Invocando el derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva y a la interdicción de toda
indefensión, aduce la recurrente que en el trámite seguido en el
expediente de adopción no se le dio oportunídad de ser oída, siendo así
que el órgano judicial tenía a su alcance los medios apropiados para
identificar su domicilio y efectuar el emplazamiento personal. Afirma

-además que la declaración de abandono de su hijo menor fue prejuzgada
a partir de las manifestaciones realizadas por lós adoptantes, sin respeto
del principio de contradicción.

La Queja de amparo ha de ser estimada.
En efecto, de las actuaciones examinadas resulta que, traS-recabar sin

resultado positivo del matrimonio adoptante los datos domiciliarios-""'"'"
precisos para emplazar a la madre biológica del menor, el Juez se limitó
a ordenar su citación por cédula en el tablón de anuncios del Juzgado
y por edictos en el «Boletín Oficial de la Provincia de Zaragoza».

De acuerdo con la doctrina de este Tribunal, el artículo 24 de la
Constitución garantiza no sólo el acceso al proceso y a los recursos
legalmente establecidos, sino también el adecuado ejercicio del. derecho
de audiencia bilateral para que las partes puedan hacer valer sus

25730 Sala Primera. Sentencia 144/19~O. de 26 de septiembre.
Recurso de amparo 846/1989. Contra Autos del Juzgado de
Instrucción núm. Iy de la Audiencia Provincial de Madrid

_que decretaron el internamiento de la recurrente en aplica­
ción de la Ley de Extranjeros. Vulneración del derécho a la
libertad: falta de mo1Íraciól1 de la resolución judicial de
internamiento.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente; don Fernando García~Mon y
González·Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don José Vicente Gimeno Sendra;
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

pretensiones. De ahí la especial relevancia Que reviste el amplazamiento
de quienes han de ser o pueden ser partes en el procedimiento judicial,
pues sólo la incomparecencia voluntaria o por negligencia inexcusable
de la parte podría justificar, en principio, una resolución inaudita parle
(STC 109/1989). Por ello. muy tempranamente, desde la STC 9/1981,
este Tribunal ha mantenido que debe procederse al emplazamiento
personal siempre que los interesados sean conocidos e identificables a
partir de los datos que obren en el escrito de interposición o en el
expediente. siendo sólo válida la citación edictal cuando no conste en las
actuaciones el domicilio de la persona que debe ser emplazada o se
ignore su paradero por haber cambiado de domicilio. Tal doctrina es, sin
duda, aplicable a los procedimientos judiC'iales de adopción, en los que,
por estar en juego intereses de la mayor importancia en el orden
personal y familiar, resulta especialmente necesaria la comparecencia de
los padres biológicos del menor adoptando. lo Que le obliga a rodear de
las mayores garantías y del más escrupuloso celo los actos judiciales
de comunicación con éstos últimos que se practiquen en tales pro­
cedimientos.

En el caso que ahora examinamos, es clár<f que,- como señala el
Ministerio Fiscal, el Juez pudo llegar a conocer sin la menor dificultad
el domicilio de la 'madre biológica del menor, hoy recurrente en amparo,
con sólo haber desplegado «una sencilla actividad». pues tal domicilio
constaba en las actuaciones practicadas ante el Tribunal Tutelar de
Menores de Pamplona en el precedente -expediente de protección del
citado menor de edad. La omisión de esta mínima diligencia judicial ha
impedido la comparecencia y.la audiencia de la solicitante de amparo en
el procedimiento de adopción de su hijo menor, colocándola así en una
situación de indefensión incompatible can el artículo 24 de la Constitu·
ción. Debernos, pues, corregir dicha indefensión mediante la anulación
de 10 actuado. rechazando el razonamiento del Juzgado, que la Audien­
cia Provincial hace suyo, en el sentido de que «el hecho de ser oídos (los
padres biológicos) no puede tener ningún tipo de influencia en la
decisión que se adopte», pues aunque la Ley otorgue al Juez muy
amplias facultades para apreciar la conveniencia de acceder o no a la
adopción solicitada, no puede aquél en modo alguno ignorar el mandato
legal de dar audiencia a los padres del menor, pues sólo así podrá tener
en cuenta todos los elementos de contraste necesarios' que, ,una vez
ponderados adecuadamente, conduzcan a una resolución acorde con los
criterios legales y con los intereses prevalentes en la adopción.

FALLO

En atención a .todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

1.0 DeClarar la nulidad del Auto del Juzgado de Primera Instancia
número 5 de Zaragoza, de 4 de febrero de 1987, dictado en el expediente
de adopción núm. 473/86, así como de las actuaciones y resoluciones
judiciales posteriores. .

2.0 Reconocer el derecho de la recurrente a la tutela judicial
efectiva.

3.0 Retrotraer las actuaciones del expediente de' adopción cuya
nulidad se declara al momento en Que se debió practicar la citación
personal de la recurrente, para que ésta· pueda ser oída en dicho
expediente.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a veintiséis de, septiembre de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás y Valiente.-Femando García-Mon y. Gonzá­
lez Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina Vllla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Finnado y rubrícado.

SENTENCIA.

En el recurso de amparo núm. 846/1989, prhmovido por doña Maria
Dolores Barleycorn Buila, representada por el Procurador de los
Tribunales don Gabriel de Diego Quevedo y asistida del Letrado don
Juan J. González Herrero, contra Autos de 25 de febrero y 2 de marzo
de 1989 del Juzgado de Instrucción núm. I de Madrid 'j de 14 de marzo
de 1989 de la Sección Primera de la Audiencia ProvinCial c,te Madrid. En
el proceso de amparo ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Magistrado don Carlos de la Vega Benayas, quien expresa el
parecer de la Sala.

l. Antecedentes

l. Por escrito que tiene entrada en este Tribunal el 8 de mayo de
1989. el Procurador de los Tribunales don Gabriel de Diego Quevedo
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